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ASUNTO:
CUMPLIMIENTO DEL EJERCICIO DE LAS COMPETENCIAS DE LOS FUNCIONARIOS DE LA ENTIDAD, EN LA TOMA DE DECISIONES, SUSCRIPCIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS Y EN LAS ACTUACIONES PRECONTRACTUALES, CONTRACTUALES Y POSTCONTRACTUALES. 
En mi condición de Director Técnico Legal del Instituto de Desarrollo Urbano – IDU, y en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 17 de la Resolución 013 de 2005 y por el artículo 2º de la Resolución 5449 de 2006, modificatoria de la Resolución 1705 del 19 de abril de 2006, me permito proveer la presente instrucción jurídica sobre el asunto de la referencia, en los siguientes términos:
De conformidad con los artículos 29 y 209 de la Constitución Política, y los artículos 33 y 84 del Código Contencioso Administrativo, las decisiones que tome la administración deben ser proferidas por el funcionario competente, so pena de viciar el respectivo acto administrativo de nulidad. Concretamente el artículo 84 del Código referenciado, consagra como causal de nulidad de los actos administrativos el que sean expedidos por funcionarios y organismos incompetentes. Esta causal se relaciona con el sujeto autor de la decisión, y se configura cuando el mismo actúa desbordando las atribuciones que le ha conferido la ley. La Constitución, la ley y los reglamentos internos son los que determinan las competencias de los funcionarios, y cuando hay desconocimiento de estos en la actuación del administrador, es cuando se configura la incompetencia. 
El artículo 5º de la Ley 489 de 1998, se refirió expresamente al tema de la competencia administrativa, y en particular precisó que las entidades administrativas deberán ejercer con exclusividad las potestades y atribuciones inherentes, de manera directa e inmediata, respecto de los asuntos que les hayan sido asignados expresamente por la ley, la ordenanza, el acuerdo o el reglamento ejecutivo, según el caso.
El artículo 11 de la Ley 80 de 1993, estableció que tiene competencia para dirigir licitaciones o concursos y para celebrar contratos estatales, los representantes legales de las entidades descentralizadas en todos los órdenes y niveles. El artículo 12 de la misma ley dispuso por su parte que “Los jefes y los representantes legales de las entidades estatales podrán delegar total o parcialmente la competencia para celebrar contratos y desconcentrar la realización de licitaciones o concursos en los servidores públicos que desempeñen cargos del nivel directivo o ejecutivo o en sus equivalentes” (se resalta). 
La Ley 489 de 1998, en concordancia con lo anterior, señaló en su artículo 9º que “Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución Política y de conformidad con la presente Ley, podrán mediante acto de delegación, transferir el ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o complementarias (…).
Parágrafo.- Los representantes legales de las entidades descentralizadas podrán delegar funciones a ellas asignadas, de conformidad con los criterios establecidos en la presente Ley, con los requisitos y en las condiciones que prevean los estatutos respectivos” (se resalta).
Sin embargo, la misma ley en su artículo 10º, en aras de garantizar el respeto a los principios de moralidad, celeridad, imparcialidad, eficacia, eficiencia, publicidad, responsabilidad y transparencia que orientan la función administrativa, estableció unos requisitos a los cuales está sometida la delegación aludida: “En el acto de la delegación, que siempre será escrito, se determinará la autoridad delegataria y las funciones o asuntos específicos cuya atención y decisión se transfieren”.

En relación con la gestión contractual de esta Entidad, la Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Urbano profiere la Resolución 015 del 13 de octubre de 2005, modificada por la Resolución 009 del 27 de julio de 2006, por la cual se compilan las Resoluciones de Delegación de Funciones al Director General del IDU, y en virtud de éstas la Directora General expide la Resolución 1705 del 19 de abril de 2006, modificada por la Resolución 5449 del 13 de octubre de 2006, por la cual se compilan las resoluciones de delegación y se delegan unas funciones.
En el artículo 1º de la Resolución 1705 del 19 de abril de 2006, se delegó en los Subdirectores Generales, Directores Técnicos y en los Jefes de Oficina de Gestión, la función de “Celebrar contratos cuya cuantía inicial no supere los 27.973 SMMLV y realizar todos los trámites requeridos para su adjudicación, suscripción, debida ejecución, modificación, adición, prórroga, terminación y liquidación. Así mismo, expedir los correspondientes actos administrativos inherentes a la etapa de selección, ejecución y liquidación de los contratos, así como los relacionados con la declaratoria del siniestro y la efectividad de la garantía única de cumplimiento y sus correspondientes amparos. 

(…)

Esta facultad delegada lleva consigo la ordenación del gasto derivado de la celebración y ejecución de los contratos suscritos en virtud de este acto administrativo.

Esta delegación no comprende ni los contratos de asesoría jurídica, ni prestación de servicios de apoyo a la gestión con personas naturales, por cuanto la celebración de los mismos queda delegada expresamente en la Dirección Técnica Legal y en la Dirección Técnica de Apoyo Corporativo respectivamente.

Así mismo, esta delegación no comprende la celebración de convenios, toda vez que ésta es competencia exclusiva del Director General; sin embargo, respecto de estos últimos, los Directores Técnicos, quedan facultados para celebrar los contratos requeridos para dar cumplimiento a las obligaciones adquiridas por el IDU, en virtud de la suscripción de dichos convenios”.
De esta forma, con el fin de prevenir la configuración de la causal de nulidad de los actos administrativos por incompetencia, los Directores y Subdirectores Técnicos encargados de la gestión contractual del Instituto, así como a los servidores públicos y contratistas de apoyo a la gestión vinculados de cada una de estas Dependencias, deberán verificar el servidor público que conforme a las competencias tanto por atribución como por delegación, debe suscribir la resolución de apertura de la licitación, convocatoria o concurso público, quien de ahí en adelante será el que suscriba el acto administrativo de adjudicación, el contrato estatal, las adiciones, los contratos adicionales, los otrosís, el acta de inicio, las actas de suspensión, las actas de reinicio, las actas de acuerdo, las actas modificatorias, las actas de recibo y entrega de objetos contractuales, el acta de liquidación bilateral o el acto administrativo que liquida unilateralmente el contrato, las ordenes de reconocimiento y pago, los restablecimientos del equilibrio financiero del contrato, los reajustes, las aplicaciones de pólizas y las resoluciones que resuelven los recursos de reposición interpuestos por los contratistas de la Entidad.
Concretamente, la Subdirección Técnica de Licitaciones y Concursos deberá verificar en razón a la cuantía y tipo de contrato, el servidor público que suscribe la resolución de apertura del proceso de selección del contratista, las adendas, la resolución de adjudicación del proceso selectivo y los demás actos que se profieran con motivo de este proceso de selección, según las competencias asignadas por la normatividad citada para este efecto, a la Dirección General, a las Subdirecciones Generales o a las Direcciones Técnicas del Instituto.
La Subdirección Técnica de Contratos y Convenios deberá verificar si el contrato debe ser suscrito por la Directora General, por la Subdirección General Técnica, o por las Direcciones Técnicas del IDU, así como determinar en virtud de esta misma competencia, el funcionario que suscribe los demás actos administrativos que se profieran con motivo de la ejecución del respectivo contrato, a fin de garantizar que la suscripción de los mismos se hace de conformidad con las disposiciones legales, velando por el cumplimiento de los factores de competencia que rigen la gestión funcional de los servidores de esta Entidad.
Por último, es preciso recordar a los servidores públicos y a los contratistas de apoyo a la gestión que proyectan los actos administrativos, que deben garantizar el estricto cumplimiento de la Constitución y la ley, en la determinación de la competencia de quien profiere el acto administrativo correspondiente.
Cordialmente,

INOCENCIO MELÉNDEZ JULIO
Director Técnico Legal
Proyectó: Carlos Guecha López 
Asesor de la Dirección Técnica Legal.
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Liliana Pardo Gaona
Directora General

Ana María Ospina
Subdirectora General Corporativa
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